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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / MÍNIMO VITAL / FUNCIONAMIENTO LOCAL COMERCIAL / USO DEL SUELO / MEDIDAS DE BIOSEGURIDAD / REQUISITOS / NO SE DEMOSTRÓ CUMPLIMIENTO DE LOS MISMOS. 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas…
… la Sala debe anunciar de manera anticipada que comparte los planteamientos de la Jueza de primer nivel, toda vez que como bien se indicó en el fallo impugnado, la medida correctiva fue impuesta por la autoridad competente, y cumpliendo con los protocolos que exige ese tipo de actuación administrativa. 

Según se observa en la orden de Comparendo Nro. 66170007421 del 14 de junio de 2020, al pedírsele al accionante los documentos de uso del suelo y protocolo de bioseguridad, este indicó que no contaba con ninguno de los dos, y tampoco presentó documentos de su local, lo que quiere decir que efectivamente incurrió en un incumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 87 de la Ley 1801 de 2016, para poder ejecutar válidamente su actividad económica…
… la Colegiatura comprende que la suspensión de las labores del accionante pudo ocasionarle un grado de perjuicio o desajuste en sus ingresos, pero ello se debió a su propio incumplimiento de las normas básicas que debe cumplir quien pretende ejercer ese tipo de actividades, además, se insiste, la medida adoptada por la Policía no exigía que el accionante cesara de manera definitiva su negocio, ni que tuviera que ir a buscar un nuevo trabajo, sino que oficializara su actividad y cumpliera con los requisitos mínimos para dicho fin.
De igual manera, se advierte en esta ocasión que estaríamos en presencia de una de las hipótesis de la carencia de objeto, esto es, por daño consumado, porque para el momento de resolverse la presente impugnación, e incluso desde el momento en que se instauró la presente acción, ya había transcurrido el lapso de 6 días por el que se impuso el cerramiento del local del accionante.
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ASUNTO:

Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la Dra. Margarita María Serna Alzate, Defensora Pública que en este asunto coadyuvó la acción de tutela instaurada por parte del señor ALBEIRO AGUIRRE HENAO en contra de la POLICÍA NACIONAL Y EL MUNICIPIO DE DOSQUEBRADAS 

ANTECEDENTES:

Refirió el accionante que hace aproximadamente cinco años tiene una revueltería como vendedor informal, ubicada diagonal al CAI de la Policía de Bosques de la Acuarela en el municipio de Dosquebradas, negocio en el que trabajan 6 personas en diferentes turnos, todos de su familia, y que de los ingresos percibidos se sostiene todo el núcleo familiar compuesto por su esposa, sus dos suegros, un joven de 19 años y dos sobrinos que trabajan en el negocio. 
Que el domingo 14 de junio de 2020 la Policía selló su negocio, porque presuntamente estaba haciendo uso del espacio público, poniendo un sello de cerramiento con fundamento en el al artículo 92 # 16 del Código Nacional de Policía, lo que ocasionó el daño de sus productos, los cuales son perecederos, además, adquirió un crédito para comprar la mercancía y ahora no tiene cómo pagar. 
Así mismo, mencionó que nunca había sido sancionado por autoridades locales ni por miembros de la Policía, por ello tenía razones para creer que la actividad que venía desempeñado era legal, por tal razón, requiere que la administración le proporcione tiempo o los medios para adecuar un sitio donde pueda seguir trabajando 

Finalizó comentando que en plena pandemia por el actual Coronavirus es muy difícil conseguir trabajo, además, su local contaba con las medidas de bioseguridad, además, refirió que él sufre diabetes, lo que sumado a su edad y al hecho de ser cabeza de hogar, lo ubican en un estado de especial protección constitucional.

PRETENSIONES:

A la luz de los hechos narrados en precedencia, el accionante pidió que se amparen sus derechos, y como consecuencia de ello, se ordene a los accionados proceder a verificar su situación personal, familiar, social y económica, y le ofrezcan, en el menor término posible, una alternativa económica, laboral o de reubicación de su oficio de vendedor informal en la que se tenga presente su condición de padre cabeza de familia.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas admitió la acción mediante auto del 23 de junio de 2020, en el que ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Municipio de Dosquebradas - Secretaria de Gobierno y a la Policía Nacional, para que ejercieran sus derechos de defensa y contradicción. 
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 7 de julio de 2020, negar la solicitud de amparo constitucional, al constatar que: i) Al accionante se le impuso una sanción de suspensión temporal de actividades económicas por violación del artículo 92 numeral 16 de la Ley 1801 de 2016, por agentes de la Policía Nacional pertenecientes al CAI Bosques de la Acuarela, fruto de un procedimiento que se inició el 14 de junio de 2020, cuando el comandante del CAI verificó que el señor Aguirre Henao, vendedor informal, estaba desarrollando una actividad económica sin cumplir los requisitos establecidos en la normatividad vigente, más no por el uso del espacio púbico, como erradamente se afirmó en el libelo. ii) Que el sellamiento fue de carácter temporal, solo por 4 días. iii). Que al accionante se le comunicaron las razones del procedimiento. iv) Que al accionante se le escuchó en descargos por parte del cuerpo policial, la decisión pudo ser impugnada y posteriormente remitida a la Inspección de Policía. 
En suma, concluyó la Jueza A Quo que no se observó irregularidad en el trámite surtido por la Policía como autoridad competente, lo cual equivalía a la improcedencia de la tutela en este caso, por no avizorar vulneración a los derechos fundamentales reclamados, además, porque el hecho de considerarse el actor como vendedor informal no significa que no deba cumplir con los requisitos mínimos exigidos para el desarrollo de su actividad comercial.
IMPUGNACIÓN:

Una vez enterada de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, la Dra. Margarita María Serna Alzate, Defensora Pública que coadyuvó las pretensiones del accionante afirmando fungir como agente oficiosa, presentó un escrito mediante el cual la impugnó. En dicho memorial presentó los siguientes argumentos: 
· Que los derechos fundamentales al mínimo vital y a la confianza legítima del señor Albeiro Aguirre Henao sí fueron vulnerados, porque si bien él se encontraba ocupando espacio público, siempre confió de buena fe y de manera legítima en que su actuación era legal, por ello requería que la administración le proporcionara tiempo o los medios para adecuar un sitio donde poder seguir trabajando, y no de la noche a la mañana prohibirle ejecutar la actividad que era su única fuente de ingreso.
· Que según la Corte Constitucional “el deber estatal de recuperar el espacio público también está sujeto al límite que imponen los derechos al trabajo y al mínimo vital de los sujetos de especial protección constitucional que se ven afectados por tales intervenciones” y aunque 4 días parecen poco, suspender la actividad laboral del accionante por ese lapso era un sufrimiento, por lo que la Policía debió ofrecerle alternativas laborales o de reubicación. Seguidamente sostuvo que el comparendo que le mostró el señor Albeiro en fotografía no establece el número de días de suspensión. 
· Finalmente expuso que no conoce la decisión de segunda instancia porque no ha logrado comunicarse con el señor Albeiro, pero teme que esa instancia confirme la decisión y prohíba el ejercicio de la actividad económica por ello busca evitar la vulneración de los derechos de los vendedores informales frente a las actuaciones administrativas por obviar la aplicación del principio de confianza legítima al momento de ordenar la suspensión de una actividad económica.
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

2. Problema jurídico: 

Acorde con los argumentos de disenso planteados por la recurrente en el recurso de impugnación, la Sala se encuentra ante el deber de dilucidar si hay lugar a revocar la decisión de primer grado, por advertir que la misma es contraria a derecho.
3. Solución:  

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

En el sub examine, el accionante considera quebrantados sus derechos fundamentales en el proceso de imposición de una orden de comparendo por parte de Uniformados de la Policía Nacional, quienes ordenaron la suspensión de su actividad temporal por un lapso de 4 días, con fundamento en el # 16 del artículo 92 del Código Nacional de Policía, esto es, por no cumplir con los requisitos desarrollados en la normatividad vigente para el desarrollo de la misma. 

Frente al caso, la Sala debe anunciar de manera anticipada que comparte los planteamientos de la Jueza de primer nivel, toda vez que como bien se indicó en el fallo impugnado, la medida correctiva fue impuesta por la autoridad competente, y cumpliendo con los protocolos que exige ese tipo de actuación administrativa. 
Según se observa en la orden de Comparendo Nro. 66170007421 del 14 de junio de 2020, al pedírsele al accionante los documentos de uso del suelo y protocolo de bioseguridad, este indicó que no contaba con ninguno de los dos, y tampoco presentó documentos de su local, lo que quiere decir que efectivamente incurrió en un incumplimiento de los requisitos exigidos en el artículo 87 de la Ley 1801 de 2016, para poder ejecutar válidamente su actividad económica:  
“REQUISITOS PARA CUMPLIR ACTIVIDADES ECONÓMICAS. Es obligatorio, para el ejercicio de cualquier actividad: comercial, industrial, de servicios, social, cultural, de recreación, de entretenimiento, de diversión; con o sin ánimo de lucro, o que siendo privadas, trasciendan a lo público; que se desarrolle o no a través de establecimientos abiertos o cerrados al público, además de los requisitos previstos en normas especiales, cumplir previamente a la iniciación de la actividad económica los siguientes requisitos:

1. Las normas referentes al uso del suelo, destinación o finalidad para la que fue construida la edificación y su ubicación.

2. Mantener vigente la matrícula mercantil de la Cámara de Comercio de la respectiva jurisdicción donde se desarrolle la actividad.

3. La comunicación de la apertura del establecimiento, al comandante de estación o subestación de Policía del lugar donde funciona el mismo, por el medio más expedito o idóneo, que para tal efecto establezca la Policía Nacional.

4. Para la comercialización de equipos terminales móviles se deberá contar con el permiso o autorización expedido por el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones o su delegado.

Durante la ejecución de la actividad económica deberá cumplirse con los siguientes requisitos:

1. Las normas referentes a los niveles de intensidad auditiva.

2. Cumplir con los horarios establecidos para la actividad económica desarrollada.

3. Las condiciones de seguridad, sanitarias y ambientales determinadas en el régimen de Policía.

4. El objeto registrado en la matrícula mercantil y no desarrollar otra actividad diferente.

5. Para aquellos establecimientos donde se ejecuten públicamente obras musicales causantes de pago, protegidas por las disposiciones legales vigentes sobre derechos de autor, mantener y presentar el comprobante de pago al día.

6. Para ofrecer los servicios de alojamiento al público u hospitalidad, se debe contar con el registro nacional de turismo.

PARÁGRAFO 1o. Los anteriores requisitos podrán ser verificados por las autoridades de Policía en cualquier momento, para lo cual estas podrán ingresar por iniciativa propia a los lugares señalados, siempre que estén en desarrollo de sus actividades económicas.

PARÁGRAFO 2o. Ninguna autoridad podrá exigir licencia, permiso o requisito adicional de funcionamiento, para el desarrollo de actividades económicas salvo lo previsto en la ley.
En el caso puntual, se observa que no es cierto lo dicho por el accionante en el sentido que le prohibieron ejecutar su actividad comercial, pues el comparendo impuesto tan solo se trató de una medida temporal de 6 días, que además de no observarse arbitraria ni desproporcional, fue un término que bien pudo utilizar para obtener los permisos correspondientes tendientes a poder desarrollar su actividad, especialmente aquellos que tenían que ver con el cumplimiento de los protocolos de bioseguridad, garantizando el desarrollo de su labor de manera segura, no solo para la comunidad, sino para él y quienes laboran en el local.
Desde ese punto de vista, la Colegiatura comprende que la suspensión de las labores del accionante pudo ocasionarle un grado de perjuicio o desajuste en sus ingresos, pero ello se debió a su propio incumplimiento de las normas básicas que debe cumplir quien pretende ejercer ese tipo de actividades, además, se insiste, la medida adoptada por la Policía no exigía que el accionante cesara de manera definitiva su negocio, ni que tuviera que ir a buscar un nuevo trabajo, sino que oficializara su actividad y cumpliera con los requisitos mínimos para dicho fin. 

Pero, en suma, para la Colegiatura no resulta viable zanjar una controversia que tiene relación con el contenido de una decisión administrativa expedida por la autoridad competente y en uso de las facultades consagradas en la ley, amparados además por la presunción de legalidad, máxime cuando no se evidencia, se reitera, que el comportamiento asumido por los Policiales en el caso concreto, resultara lesivo a modo de capricho de los intereses constitucionales del señor Albeiro Aguirre Henao. 

De igual manera, se advierte en esta ocasión que estaríamos en presencia de una de las hipótesis de la carencia de objeto, esto es, por daño consumado, porque para el momento de resolverse la presente impugnación, e incluso desde el momento en que se instauró la presente acción, ya había transcurrido el lapso de 6 días por el que se impuso el cerramiento del local del accionante. 
“53. La jurisprudencia constitucional ha identificado tres hipótesis en las cuales se configura el fenómeno de la carencia actual de objeto, a saber: (i) cuando existe un hecho superado, (ii) cuando se presenta un daño consumado y, (iii) cuando acaece una situación sobreviniente
(…) 

57. Segundo, la hipótesis de daño consumado tiene lugar cuando “la amenaza o la vulneración del derecho fundamental han producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela”. Esta situación puede concretarse en dos momentos: (i) antes de interponerse de la acción de tutela o, (ii) durante el trámite de la misma, bien sea, ante los jueces de instancia o estando en curso el proceso de revisión ante la Corte. En el primer caso, el juez debe declarar la improcedencia de la acción, de conformidad con lo previsto por el numeral 4 del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991. En el segundo, a diferencia del supuesto de hecho superado, eventualmente el juez podría pronunciarse de fondo sobre el asunto. El ejercicio de esta facultad tiene por objeto evitar que “situaciones similares se produzcan en el futuro y [...] proteger la dimensión objetiva de los derechos que se desconocieron” .”.

Acorde con lo dicho hasta ahora, la Sala estima que no es necesario entrar a hacer mayores pronunciamientos para concluir que la decisión de la Jueza de primera instancia fue ajustada a derecho, razón por la cual se le habrá de impartir el aval que corresponde. 

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, con ocasión de la acción de tutela instaurada por el señor ALBEIRO AGUIRRE HENAO en contra de la POLICÍA NACIONAL, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
Con Ausencia Justificada
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SÁNZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-107 de 2018
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